PROYECTO DE DECLARACION
LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 
DECLARA
Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo provincial instara a las prestatarias de servicios de luz y gas asentadas en el territorio de la Provincia de Buenos Aires a  recepcionar pagos parciales y  a cuenta del consumo de los usuarios de dichos servicios y abstenerse de suspender o dar de baja el suministro de los mismos de manera unilateral  a tenor de encontrarse impugnado el aumento de tarifas de dichos servicios por el Señor Defensor del Pueblo de la Nación.

FUNDAMENTOS
El presente proyecto de Declaración tiene por objeto que el Poder Ejecutivo Provincial  decrete que las prestatarias de servicios de luz y gas asentadas en el territorio de la Provincia de Buenos Aires  reciban pagos parciales y  a cuenta del consumo y abstenerse de suspender o dar de baja el suministro de los mismos de manera unilateral  de los usuarios de dichos servicios a tenor de encontrarse impugnado el aumento de tarifas de dichos servicios por el Señor Defensor del Pueblo de la Nación.

Siendo de publico conocimiento que el Señor Defensor del Pueblo de la Nación ha sido habilitado judicialmente para tomar la representación de los usuarios afectados por el aumento tarifario dispuesto irregularmente por el Poder Ejecutivo Nacional a través del Decreto 2067/08 y resoluciones anexas y complementarias y convalidado por la Resolución Provincial 741/08 emanada del Ministerio de Infraestructura  Vivienda y Servicios Públicos de la Provincia de Buenos Aires avalado por resolución unánime de  la Cámara en lo Contencioso Administrativo Federal con fecha 25 de enero del corriente año.
La medida de aumento, que ha sido dispuesta por vía administrativa y resolutiva inidónea con expresa violación  del principio de reserva y dominio legal por parte del Poder Ejecutivo Nacional y adoptada con insuficiente control de legalidad por parte del Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicio Públicos de la Provincia de Buenos Aires  quebranta también el principio general de  irretroactividad, defensa y, en el caso de la prestatarias de servicios, el de buena fe, sin mencionar que en todos los casos se comprometen los preceptos, garantías y derechos de la Carta Magna Nacional y la Constitución Bonaerense.
En particular, la adopción del Decreto 2067/08 por parte de la Provincia incurre en el efecto de retroactividad de las leyes  (vedado por principio general) por cuanto modifica la escala tarifaría al mes de octubre de 2008 incluyendo los 
consumos pagaderos al mes de diciembre de 2008 y enero del corriente año. Va de suyo que siendo este un efecto legal que solo puede adoptarse excepcionalmente por expresa aprobación del legislador y con alcance limitado, no puede ser otorgado a un Decreto o Resolución, de rango inferior y subordinado a la ley o  lo que se traduce jurídicamente en una derogación ficta del Código Civil de la Nación. 

A la retroactividad de dicho Decreto se le agrega el estado de indefensión en que se encuentran los habitantes de la Provincia de Buenos Aires por cuanto la falta de información ha provocado que quienes mantuvieron racionadamente su consumo, ajustados al PUREE establecido por el Poder Ejecutivo Nacional, se encuentran con un incremento de hasta el doscientos por ciento (200%) en su facturación, sin posibilidad de impugnarla, cuando no la imposibilidad de pagarla y enfrentan el corte de dos servicios que son considerados “públicos” por cuanto uno alarga y multiplica la productividad humana e industrial (electricidad) y el otro esta directamente relacionado a la subsistencia y salud del habitante bonaerense (gas). La administración debe al habitante publicidad idónea y suficiente de sus actos para garantizar el estado de derecho y el derecho constitucional de defensa y petición y no alcanza con remitirse al principio de  “las leyes se reputan conocidas”  en este caso pues, no se trata de una ley y no obstante ello, si así fuera, al momento de su publicación, diez y nueve de enero de dos mil nueve (19/01/2009),  el hecho se encontraba consumado con lo que la posibilidad de rectificar una conducta de consumo por parte del ciudadano era ya de cumplimiento imposible.
Respecto de las prestatarias de servicio, el principio de buena fe contemplado por el Código Civil ha sido incumplido por cuanto como empresa privada en explotación de servicios públicos concesionados, la relación que tienen con el usuario es contractual y el medio idóneo de comunicación, en principio, es a través de su facturación. Que la modificación  de la relación tarifaria nunca fue notificada y sumado al hecho de tratarse de monopolios naturales, debe haber 
una mayor observancia de la bilateralidad de la relación contractual mas allá del sinalagma del pago por servicio, por cuanto este tipo de relación precariza la 
situación del usuario dado que el servicio en cuestión solo puede ser obtenido de esa y solo esa prestataria, empresa que, frente a la inobservancia del principio de buena fe ha incurrido en un abuso de situación dominante en connivencia con el Estado Nacional y por ello,  la Gobernación de la Provincia de Buenos Aires no puede ni debe permitir tal avasallamiento. 

Con lo expuesto, la posibilidad de instar a las prestataria a percibir cobros parciales y en relación directa al último consumo previo a la aplicación del aumento y denegarles a las Concesionarias la suspensión de la prestación del servicio o su baja de manera unilateral en base a la falta de pago suficiente implicaría un buen acto de gobierno con ajuste al estado de derecho, habida cuenta de la situación socioeconómica que atraviesa el país.
Por los argumentos expuestos es que solicito al este Honorable Cuerpo la aprobación del presente proyecto de Declaración.

